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MIEMBROS: Señores Representantes Guillermo Chifflet, Gustavo Penadés y Eduardo Lay Álvez. 


DELEGADA Señora Representante Margarita Percovich. 
DE 

SECTOR: 

ASISTE: Señor Representante Daniel Díaz Maynard. 


SEÑOR PRESIDENTE. (Scavarelli).- Como siguiente punto del orden del día tenemos la consideración 
de las modificaciones al proyecto de ley, que oportunamente tratamos en esta Comisión, relativo al 
Comisionado Parlamentario. 


Si todos tienen disponible el cuadro comparativo, me gustaría dejar dicho -aunque no están todos los que 
trabajamos en este proyecto- cuáles son las modificaciones del Senado que particularmente nos llaman la 
atención. 


Me gustaría saber si tienen algo pensado o estudiado respecto de estos artículos modificados en los que la 
Comisión deba hacer un hincapié particular, sin perjuicio de que luego hagamos un rápido análisis de los 
artículos. 


SEÑOR CHIFFLET.- Las modificaciones, casi todas propuestas por el señor Senador García Costa, 
son fundamentalmente de forma en los primeros artículos; a esos no les daría ni siquiera lectura 


porque son absolutamente de estilo. 


En el artículo 17 se marca que debería ser "siguientes circunstancias", pero esa modificación es menor. 


La modificación que tiene alguna entidad, está en el artículo que ahora figura como 23, que dice: "El Senado 
de la República, a solicitud del Comisionado Parlamentario, y en consulta con la Cámara de Representantes 
designará, de entre los funcionarios del organismo del Poder Legislativo, (...)" sus asesores, agregando: "(...) 
el personal no podrá superar a los diez funcionarios”. Como se recordará el artículo de la Comisión establecía 
que la Asamblea General podría designar los asesores, etcétera. De todas formas, se trata de un cambio sin 
mayor importancia. 


Sugiero que aprobemos este proyecto; yo lo acompaño y no planteo ninguna modificación de estilo que 
pudiera agregarse, porque eso significaría que el proyecto tuviera que ir a la Asamblea General y además 
también sería menor. No obstante, creo que en la exposición de motivos, aparte de incluir una primera 
introducción, deberíamos presentar a los legisladores este comparativo de tal manera que cada uno tenga muy 
claro de qué se trata. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿Qué pasa con los errores de impresión? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se corrigen. 


SEÑOR CHIFFLET.- El artículo 23 dice: "El Senado de la República, a solicitud del Comisionado 
Parlamentario, y en consulta con la Cámara de Representantes designará, de entre los funcionarios de 
los organismos del Poder Legislativo, asesores y personal necesarios para el ejercicio de las funciones 
que se le encomienda al mencionado". Al decir '"mencionado" se trata de un error de copia porque 
creo que debería decir "Comisionado", aunque de todas maneras se entiende. 


Si no fuera un error de copia, igualmente dejaría todo como está. 


SEÑOR LAY ÁLVEZ.- Me llama la atención la eliminación de algunos artículos que se habían 
aprobado en la Cámara de Representantes. 


Evidentemente, el artículo 27 está contemplado en el inciso final del 15, pero muy reducido. No obstante, el 
artículo 25, que había sido informado favorablemente y objeto de puntualizaciones, fue eliminado en forma 
total. El artículo 25 decía: "Todo el personal dependiente del Comisionado Parlamentario se considerará 
asimilado, en cuanto a sus prerrogativas e incompatibilidades, con el personal del Poder Legislativo". 


En definitiva, no sé cuál es el fundamento para haberlo eliminado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizá una interpretación posible sea que como en el artículo 23 dice que los 
funcionarios se toman del Poder Legislativo, al pertenecer a este organismo arrastran todas las 
incompatibilidades. No pasan a tener una categoría funcional nueva, sino que mantienen la anterior. 


El artículo 27, que se eliminó, decía: "La dotación del Comisionado Parlamentario será fijada por la 
Asamblea General, la que, asimismo, aprobará el presupuesto necesario para el funcionamiento de la 
institución, que constituirá una unidad ejecutora dentro del presupuesto del Poder Legislativo". En esto 
quiero ser muy pragmático. Me parece que el hecho de que esté claro de dónde salen los recursos ayuda a que 
las cosas funcionen, en lugar de terminar en el aire. No vi la versión de la Cámara de Senadores... 


Creo que ello igualmente está contemplado en el artículo 15. 


SEÑORA PERCOVICH.- Allí dice: "[...] Su dotación será fijada por la Asamblea General en la 
oportunidad de designarle". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está hablando de la dotación para el Comisionado. El artículo suprimido iba 
más lejos porque hablaba del presupuesto de funcionamiento, que es mucho más que el salario de 
quien va a estar al frente del asunto. Ese tema me preocupa un poco. 


La Comisión había trabajado mucho en el artículo 23, por la necesidad de que estuviera integrado por dos 
asesores que tuvieran determinadas características, para que no se tratara solo de una asesoría genérica y para 


que tuviera un alto nivel, para que además de la calidad, el asesoramiento tuviera prestigio. Se pensaba en 
alguien doctorado en Derecho o que tuviera diez años de antigúedad en el ejercicio profesional y creo que 
inteligentemente incluíamos un especialista en Derecho Público y otro en Derecho Penal, por la autoridad 
que da un asesoramiento de esas características. 


No entendí bien la razón por la cual el Senado eliminó esto. Tengo claro que en estos temas a veces lo mejor 
es enemigo de lo bueno y la realidad es que existe necesidad de que esto se ponga en funcionamiento. 


SEÑOR CHIFFLET.- En función de que la elección del Comisionado Parlamentario será por una 
mayoría muy especial de la Asamblea General, sin ninguna duda esos factores van a ser tenidos en 
cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con el señor Diputado, pero no entiendo por qué se suprime algo 
que es lógico y que tiene que ser así. En la elección o en la designación que haga la Asamblea General 
de acuerdo con el procedimiento previsto, no necesariamente va a surgir que la persona que se designa 
deba tener asesores con estas u otras cualidades. Me refiero a que, de pronto, un organismo termina 
debilitando su gestión por patologías en la calidad del asesoramiento. Eso todos lo hemos visto; hemos 
visto entidades que nacen muy bien, con mucha fuerza y luego...; en fin... 


Esta entidad va a tener una responsabilidad muy seria, no digo de confrontación pero sí de interlocución con 
estructuras muy fuertes del Estado y el sujeto que ejerza el cargo tiene que estar respaldado por la 
preceptividad de una calidad de asesoramiento que me parece que este proyecto debilitó. Lo digo 
sinceramente porque creo que este es el escenario donde decirlo. 


La pregunta que me hago y traslado a este ámbito es la siguiente. La convicción que tenemos respecto de este 
artículo 23, ¿tiene peso suficiente como para que lo pasemos a la Cámara con la modificación 
correspondiente, para que luego pase a la Asamblea General, que es el mecanismo previsto 
constitucionalmente, o en aras de la urgencia del tema -aclaro que no estoy fundamentando en esa dirección- 
lo aprobamos como está? Me gustaría escuchar opiniones, porque esto es de pura decisión política legislativa. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quizá enviar el proyecto a la Asamblea General haga perder todo el 
esfuerzo que se hizo este año y el anterior. Comparto todas las observaciones del señor Presidente. 
Creo que hay que votarlo tal y como está, pero sería importante que en las fundamentaciones quedara 
establecida esta carencia, a los efectos de que se pueda subsanar por otra vía, ya sea pases en comisión 
o lo que fuere. Es evidente que aquí hubo una preocupación casi presupuestaria. 


Si le hacemos modificaciones, esto va a la Asamblea General, y esta se reunirá o no para tratarlo. Entonces, 
creo que vale la pena que en el momento de la aprobación los integrantes titulares de la Comisión dejen esto 
asentado como un apoyo imprescindible -puede ser con las palabras que ha utilizado el señor Presidente-, tal 
vez, para la utilización de la vía de los pases en comisión, hasta que más adelante, en otro período legislativo, 
pueda haber una modificación que incorpore esto que con tanta certeza y propiedad se había puesto en el 
proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos dice la Secretaria, quien ha trabajado en el asesoramiento a la Comisión 
sobre este tema, que hay dos artículos, uno del Reglamento y otro de la Constitución, que aclaran qué 
posibilidades reales tenemos de dejarlo establecido en Cámara a posteriori. 


SEÑORA SECRETARIA. El artículo 58 del Reglamento expresa: "Solo tendrán una discusión los 
proyectos que vuelvan del Senado con variaciones en su texto y los proyectos de resolución sobre 
integración de la Cámara y demás cuestiones de carácter interno, no pudiendo hablar cada orador más 
de una vez ni por más de quince minutos". 


El artículo 135 de la Constitución establece: "Si cualquiera de las dos Cámaras a quien se remitiese un 
proyecto de ley, lo devolviese con adiciones u observaciones, y la remitente se conformase con ellas, se lo 
avisará en contestación, y quedará para pasarlo al Poder Ejecutivo; pero si no las hallare justas, o insistiese en 
sostener su proyecto tal y cual lo había remitido al principio, podrá en tal caso, por medio de oficio, solicitar 


la reunión de ambas Cámaras, y, según el resultado de la discusión, se adoptará lo que decidan los dos tercios 
de sufragios, pudiéndose modificar los proyectos divergentes o, aún, aprobar otro nuevo". 


SEÑOR PRESIDENTE.- La interpretación de esto parece muy clara. No vamos a tener ninguna 
oportunidad de dejar dicho nada. Además hay algo peor, porque una cosa es que uno pretenda dejar 
sentado un fundamento sobre algo que no apareció nunca en el proyecto, pero aquí hay algo más grave 
en cuanto al objetivo del artículo 23, que a mi juicio estaba sabiamente hecho. Aquí se descarta 
expresamente lo que ya estaba propuesto en cuanto a las calidades del asesoramiento. No es que 
alguien pueda decir que no se tuvo en cuenta y entonces se pone como fundamento de voto para la 
historia fidedigna de la norma un hecho distinto. No, no; nosotros teníamos una propuesta específica, 
que es excluida directamente por el Senado, y en la medida en que la convalidemos, estaremos dándole 
la razón y diciendo que estaba de más, que no era necesaria o no era imperativa. Esta es una decisión 
importante a tomar en cuenta. 


Creo que la pregunta es la del principio: estas modificaciones que nos remite el Senado, ¿en cuánto afectan la 
viabilidad, no de la propia ley, sino del mecanismo que se está creando, si es que realmente lo afectan? Lo 
que esta Comisión decidirá es el grado de afectación que estas modificaciones tendrán sobre el mecanismo 
que se ha instaurado, que es mucho más que la creación de la nueva figura. Eso es lo que debiéramos definir. 


Tampoco tenemos por qué preocuparnos en exceso por la remisión de este proyecto de ley a la Asamblea 
General, porque la Cámara tiene el peso político suficiente como para insistir en el tema de la convocatoria. 


Dicho de otro modo: no aprobemos algo con lo que no estemos razonablemente de acuerdo en el límite de 
nuestras convicciones. Está de más decirlo, pero creo que debemos transar en lo que veamos que 
efectivamente no afecta el funcionamiento. Esto es lo que me gustaría definir. 


SEÑOR CHIFFLET.- Estuve pensando en eso. Creo que en lo sustancial no afectan al proyecto. En 
cuanto al mecanismo de su aplicación, si existiesen algunas dificultades -por la falta de presupuesto o 
por otras cosas-, sin ninguna duda del informe anual obligatorio o de los extraordinarios que hiciere el 
propio Comisionado Parlamentario surgiría ante la Asamblea General la necesidad de algún ajuste 
presupuestal, si fuera necesario. Yo no lo creo, porque han estado funcionando, respecto a los temas 
que va a analizar el Comisionado, hasta comisiones honorarias que han dado resultado, en el 
Parlamento y fuera de él. 


De modo que, en principio, yo sería partidario de aprobar el proyecto de ley tal cual está, seguro de que si 
surgieran algunas dificultades podrían ser superadas precisamente por la propia Asamblea General. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya tenemos una moción concreta. 
SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Para confirmar lo expresado por el señor Diputado Chifflet. 


Como es obvio, hace trece años que presentamos este proyecto de ley; este tema no es novedoso ni nos 
significa un sobresalto pensar en las modificaciones que se hicieron, algunas de las cuales son absolutamente 
criteriosas con respecto al texto primitivo. Creo que algunas de las modificaciones del Senado son 
caprichosas y otras fácilmente desechables, ya que no tienen un fundamento demasiado racional ni de peso. 
Me parece que el Senado no tuvo en cuenta lo que pidió el señor Presidente en cuanto a que las 
observaciones formuladas fueran de peso. 


Pero bueno, creo que en este caso no podemos mantener una situación que puede ser larga y desagradable 
simplemente pensando que vamos a mejorar un proyecto. Creo que es mejorable -como todos-, pero estos 
asuntos pueden ser superados con buena voluntad, con esfuerzo y, fundamentalmente, seleccionando bien a 
los distintos funcionarios -cosa que espero que ocurra-, quienes además son pocos y fácilmente controlables 


Además, pienso que no va a ser demasiado fácil encontrar a esos funcionarios pues se requiere vocación y 
capacidad de entrega; vamos a tener que buscar estar condiciones. 


De manera que yo, en principio, me inclinaría por aprobar el proyecto tal cual ha venido del Senado, a pesar 
de que entiendo que algunas observaciones deberían haberse obviado. Seguramente esto forma parte de los 
arcanos senatoriales que están por encima de mi entendimiento. 


SEÑOR LAY ÁLVEZ.- Podríamos dejar establecido en la fundamentación de voto lo que se acaba de 
expresar en esta Comisión, comprometiéndonos a que en lo posible estos dos asesores tengan las 
condiciones que se expresaron. 


Evidentemente, el móvil fue una reducción de gastos. Las designaciones implicaban el nombramiento de dos 
personas que se sustituyeron por funcionarios del Palacio. No olvidemos que esta Cámara va a ser 
consultada. En consecuencia, en esa oportunidad podemos repetir el compromiso político de todas las fuerzas 
que votaron el inciso final del artículo 24, en el sentido de aspirar -no digo condicionar, pero sí aspirar- a que 
ese Comisionado se rodee de dos asesores que tengan estas características. Eso puede alimentar la 
designación. 


En síntesis, en el fundamento de voto todos nosotros tendríamos que reafirmar lo que se aprobó en la Cámara 
de Representantes diciendo que ello es lo mejor y que resignamos esa postura por el bien de que el 
Comisionado sea puesto en funcionamiento. En la etapa de la consulta deberíamos retomar esa idea -que me 
parece que es muy buena- y dar nuestra opinión en cuanto a que el Comisionado se rodee de ese tipo de 
asesores. Esto es lo que propongo concretamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro que el mecanismo al que dio lectura la señora Secretaria hace 
que si aprobamos el proyecto de ley tal cual vino del Senado, no haya oportunidad de decir esas cosas. 
Y también queda claro que la incorporación del límite de los diez funcionarios, elegidos de un universo 
cerrado como es el del propio Poder Legislativo, hace que si en este Poder no existen personas con el 
perfil profesional y de idoneidad en la especialidad de que se trata -quizás las haya; yo no lo sé-, se le 
ponga un corsé muy fuerte a la persona que tiene que ejercer esta función. Digo esto porque se trata de 
ella más diez funcionarios tomados del Poder Legislativo. Como bien decía el señor Diputado Díaz 
Maynard, será fácil o no lo será encontrar personas con vocación para trabajar en estos temas, pero es 
una función y tendrán que cumplirla. También podrá ser difícil o no -en lo personal, creo que será 
difícil- encontrar especialistas en materias tan específicas, dispuestos a trabajar en estos temas. 


Por eso sigo creyendo en lo que redactamos originalmente; me parecía buena cosa que tuviéramos gente con 
el peso necesario. Insisto: poner gente de este nivel en la cancha, con las responsabilidades que implica 
cuestionar, insistir, proponer, modificar, tiene que ver no solo con la calidad de la persona que ejerce el cargo 
sino con su entorno. 


Mi posición personal es que en el conflicto entre la urgencia que tiene de un tema de este tipo y el 
perfeccionamiento de la calidad del asesoramiento, debo ceder ante la urgencia porque la situación es muy 
crítica y me parece que no tenemos garantías de cuánto tiempo puede llevar esto en la Asamblea General ni 
de cómo va a seguir después. 


De todas maneras, adelanto mi preocupación por lo que dejamos por el camino, aunque más no sea como una 
constancia. Me preocupa mucho lo que dejamos por el camino; creo que esto debilita en mucho la capacidad 
de gestión, pero en aras de que tenemos un consenso en cuanto a aprobarlo en estas condiciones, sumo 
gustoso mi voto para que efectivamente sea así, en homenaje a quien ha trabajado tanto tiempo en este tema. 


SEÑOR PENADÉS.- Comparto las consideraciones generales en cuanto a las modificaciones al 
artículo 24 sufridas en el Senado, aunque como las hizo un Senador amigo, no me voy a referir a ellas 
porque me corresponden las generales de la ley. En cuanto a la frase "en consulta con la Cámara de 
Representantes" debo decir que me parece mucho más profundo el mecanismo por el cual se lleva 
adelante la implementación del artículo que lo que se establece. En una primera instancia, yo podría 
coincidir con que en el seno del Poder Legislativo no habría funcionarios calificados para esta función 
o, por lo menos, en que no serían identificados con facilidad funcionarios con la idoneidad técnica que 
se requiere para cumplir con lo establecido en el artículo 24 del proyecto original votado en la Cámara 
de Representantes. De todos modos, debo decir que desde la Presidencia me llevé varias sorpresas en 


cuanto a la cantidad de funcionarios que hay aquí que podrían cumplir otras tareas y que, realmente, 
no lo hacen. 


Sin embargo, me queda una duda con respecto a la frase "consulta con la Cámara de Representantes". ¿Ello 
implicaría que el señor Presidente del Senado consultaría al señor Presidente de la Cámara de 
Representantes? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo la respuesta; me sumo a la ansiedad general. 


Correspondería votar si aceptamos el proyecto con las modificaciones incorporadas, para que esta Comisión 
las dé por aprobadas y luego informe a la Cámara. 


Se va a votar. 


(Se vota) 
——Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En estos días hemos hecho llegar el informe que nos envió el Procurador General de la Nación en relación 
con la evolución de los delitos de hurto agravado y de tentativa de rapiña. La documentación fue enviada vía 
Internet a todos los despachos de los señores Diputados. Inclusive, les hemos mandado el listado de las 
personas que están sometidas a esa causa. Si hay alguien que aún no recibió la información, con mucho gusto 
se la enviaremos. 


El informe básico que presenta la Fiscalía de Corte que se titula "Análisis primario sobre la evolución del 
hurto agravado y la tentativa de rapiña" consta de una carilla con algún cuadro complementario por el cual se 
establece la tendencia del hurto agravado con una proyección hacia el mes de diciembre de 2004 y de la 
tentativa de rapiña. No sé si todos han tenido tiempo de leer este informe; si ustedes quieren podemos dejar el 
tema para analizarlo en la próxima sesión porque me parece que se trata de un tema importante. La Fiscalía 
de Corte me lo planteó como una cuestión de alta complejidad y prioridad. 


En consecuencia, propondría que para la próxima sesión leyéramos esta información a fin de llegar a una 
conclusión y, si tenemos acuerdo sobre este punto, podríamos invitar al Fiscal de Corte para que nos dé su 
impronta respecto al tema. Propongo esto porque creo que, se quiera o no, hay una realidad. Por ejemplo, en 
materia de hurto agravado, en 2000 hubo un 4% y se proyecta para diciembre de 2004 un 22%; en cuanto a la 
tentativa de rapiña, debo decir que en 2000 hubo un 4% y que se proyecta un 11,5%. Lo que sucede es que al 
transformar en inexcarcelable esta figura delictiva, se ha generado una situación muy compleja a nivel de la 
judicatura porque cualquier tipo de procesamiento que tipifique esta situación, más allá de las circunstancias, 
tiene un piso que hace imposible la excarcelación provisional. Cuando nos tocó modificar la ley de drogas - 
para llamarla abreviadamente-, una de las cosas que recogimos como petición de la Suprema Corte de 
Justicia y de los operadores penales, de la Justicia Penal y de la Fiscalía, era el hecho de tener un mínimo que 
implicaba que al final se usaran situaciones artificiosas de modificar carátulas para poder cubrir casos 
manifiestamente injustos. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Me parece un tema absolutamente sustantivo. Sin duda, cualquier Juez 
que esté en nuestra piel lo debe sentir de esa manera. 


Simplemente, quiero señalar que en mi opinión hay un error profundo en quienes han sostenido que la 
excarcelación depende de los dos años; eso está en el Código Penal. La excarcelación podría hacerse con tres, 
cuatro o cinco años, como en la legislación chilena. No es obligatorio que dos años sea el límite de la 
excarcelación. 


La Constitución de ninguna manera habla de plazos; habla de la no excarcelación cuando sea mayor a la pena 
de penitenciaría. Pero el plazo de dos años es una creación legal. En varias legislaciones esos plazos son de 
otra naturaleza; por ejemplo, en Chile se estableció cinco años. Acá hay una especie de prejuicio de que todo 
lo que de alguna manera pasó por la cabeza de Irureta es sacrosanto; fue por ello que se constituyó lo de los 


dos años. Eso es absolutamente falso; alcanza con leer el artículo de la Constitución para entender de qué 
estamos hablando. 


Quería hacer esta observación porque siento que estamos encorsetados con los dos años cuando, en realidad, 
no hay ningún otro fundamento que un articulito del Código Penal; no hay ningún fundamento constitucional 
ni ontológico. La prisión es una de las formas que existen que no tiene por qué reducirse a dos o tres años; 
que haya excarcelación o no es una cuestión de voluntad legislativa. Por ejemplo, el doctor Langón, cuando 
se refiere al tema, dice: "¡Claro! Tenemos un impedimento con los dos años", como si se tratara de un 
impedimento insalvable cuando sin ninguna duda alcanzaría con modificar el Código Penal. 


Quería hacer esa salvedad por un problema de responsabilidad intelectual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sucede que cuando se aprueba la Constitución, el marco legal vigente en 
cuanto a penas de penitenciaría era conocido, eran los dos años. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Cuando se aprueba la Constitución eran penas corporales o no 
corporales; nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me refiero a la última reforma que aprueba el Cuerpo. 


En el marco de estas dos leyes, específicamente se estableció tener en cuenta la no excarcelabilidad de esta 
situación. Se trataría de un mecanismo sagaz y no se cambiaría el texto de la Constitución sino el piso de la 
pena de penitenciaría. No debemos olvidar que en cuanto a la pena de penitenciaría y al límite de la prisión 
usamos eufemismos tales como los veinticuatro meses o los dos años. Si la ley dice dos años -que es la 
misma cantidad de meses- estamos hablando de pena de penitenciaría; si la ley dice veinticuatro meses, 
estamos hablando de pena de prisión. Son esas cosas de filo de navaja que van construyendo una mecánica. 
Es un debate lindo sobre un tema que me parece interesante y que tomo con mucho gusto. Me parece una 
buena oportunidad para analizar estos temas. 


Entonces, si estamos de acuerdo con dejar este punto para la sesión que viene, se levanta la reunión. 


(Es la hora 15 y 35) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


